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cuantitativa de la pena de mulla, en la que, junto a la prevención debe
también tomar en consideración el Juzgador la proporcionalidad con el
patrimonio del acusado, en segundo lugar; medianted PIlO ap1azado de .
la multa,~ que goza de ,¡..W flexibilidad (art. 90 JI c.P.); finalmente,
a través dtllnstitutos-..teriules, tales como la remisión wndicifHUll de
lacitadaresPQosabilidad(art. 93, 2.' C.P.) y, en ca.... de detp~oporción,
mcluso, enÚ'e .otros medidaScJeg¡l!es,una poSIble soll<;1t"" delndulto; a
instancia de eparté .0&.,"ojfleio; Por todo ello, «la norma· enjuiciada 110
puede considerarse' -inconstitucional por _desproporci~, rodeada,
como está, del co~de paliativos y de suavizaciones con que
nuestro Legislador ~L1I'. adorna y dado el conjunto de variante!!
dejado a la decisión del Tribunal, con el fin de adecuar su. con!eC""n­
cias'a las'·características: de- cada caso, decisión que, como -~m05-dicho,
no pertenece a su Iib""diliCreción, sino que debe ser adoplada en virtud
de una ponderada intelJ""taei<in délconjunto del ordenan>iento y de Jos.
valores defendidos 1lO!'-1a Constitución» (STC 19[1988, fundamento
jurídico 8." in fine); Illlopormite conclUir que, la responsabilidad
personal ysubsidiari., d!>tQ!li -del sentido que cada ""10 requiera, .~
genera un trato desicu8l constitucionalmente reproo:iJeble, si"" que
pretende_ror elcumplillliÍeJTlto de las sanciones penal... de canlCIer

pecuniario y Con él la consecución de los fines de prevención general y
especial déI sistema penal.

FALLO

En ,ateoción a lo expuest~ el Tl,'ibunal Constitucional, POR LA
~UTORJDAD QUE LE CONFIERE, LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑO¡"<,

Ha decidido

Desestimar la presente cuestión 4eínconstitucionalidad promovida
¡l<lr el Ju~o de Instrucción núm, 15 de Madrid.

PUl!Iíquese esta sentencia en el .Boletín Oficial del Estadm>.

Dada en Ma4rid, a diez de diciembre de mil nQvecientos noventa y
uno;-Fírmado: Francisco Rubio LloreJ1te~-EugenioDiaz EimiL-MigueJ
Rodriguez-Piilero y Bravo-Ferrer.-JeSlÍs Leguina Villa.-Luis López
Guerra.-J,OIé Luis de los Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez
Bcreij"'_Vicente Oimeno Sllndra.-José Oabaldón López.-Rubricado.

SENTENCIA

En' el, rccurso de ampI,ro núm. 860[J989, intefllll<>W por (jgnJosé
Fernando Pumar Oómez, represet¡lado por el ProctlracIor don Oabtiél

~~~f~eAtt:Jidrfa~M~\l:'l~~~a~n~~:;t'f~~f!~
Jl,brero y l..f ele abril~ ~~$ , bue ¡~¡romiten recurso de CasaciÓn cqntra

~o1:tA~,d~~~r~'\i'd:"I~~:1~d~U~~~iap~=~.~'
ejecuciÓlllbrzosa n(¡th. 501/1982 del Juzgado de PrlIllel'J 1llS1¡jllcia

sg::;;·M¡~~ei¡~.~~~~ eb~=so~~~~~~
Procura~ don .' '. in!! ~é_ Rudriguez lKti¡j l. diÍ'CCl'ión del
I,etrado ~on Ang<;IC8lvO SObrino. Ha sido parte ef MiiJlsterio f1!lcJ1 y
Ponente el MagístradoJiQn t;.u,enio Díaz Eimil, quien expresa el 'PIlrecer
de la'Sala.

l. Amecedenas

1. El .!ode DlaYII'de 1989, el Procurador don Gabriel Sánchez
Malingre, en nombre 'Y' "'_ntaeién de don JOlléFlimando pumar
Oómez, P"'"""'" ep 1iI.Regi.tro General .del Tribunal Constitucional
cscritó de demiJnda,.i~piendo recurso de ampar¡> CDIIItaros· Autos
de IJ Stala~m déI'Tnbunal Supoemo de 24 de fulIJ:ero y 11 de áril
de J989, por ll!Sque ,1M' il1llld$ítió recurso de casaciÓ!1 p_ido_ra
Auto de.la,&laSelluudlt.de"·Aodie:ncia Territorial dé I.aCoruíitl de 22
de octubA".'" 1985,~'_i~""traeste Auto po!' el-q""; nevoeaJldo el
anterior 4'nJamj_.~de}'de julio de 1987, cOllflrmaeldel J1J%gado
de Prim<n Instancu.¡mlmv2de Orense de 25 derrtar20 de 1_, que
condenaba al dernamlBdllllf abonar al aquí recurrente la Clintidad -de
7.8 I5.645 pesetas. ' , '

2. Los hechos, a,tep.dos e.n la demanda, son Jos si&uientes:
a) En procedimientode ejecución forzosa de la.., arbi.tral in~ado

por el solieltante de lllOqlIlro, fue dictado Auto delJ~ de Prime...
Instancia núm. 2 de Qre;Jse de 25 de marz<>de J986 porc~lque se aptoM '
detenninallallquidación., SCflÚn la cual el solicitante de amparo adeuda
a los ejecutados 7.815.~5 pesetas.

b) Interpuesto poi elsQticttaIrte'de a~parorecurso de apelaeson,w,
Sala Segunda de lo Civil- de la Audiencia Territorial de La Coru"", una
vezpraeticado info..-. pericial como diligencia para .mejor proveer.
dictó Auto de ¡ de jBlio de.lj!87 revocando el Auto apelad!> Y fijando
un saldo en favor del solicilllnte de amparo de 9.459.109 pesetas.

EN NOMBRE EL REY
la siguiente

Sala Seg¡¡l!á,a: Sentencia 231/1991, de 10 de diciembre. c) TieJIlpü después, «cuaJido. h.~l>í;m transcurrido más de dos
Recurso déQl1}J1qro.860/1989. Contra .wi... del Tribunal meses», la lJlllté ~jecu14d1t instó al artlPllro del art. 267 L.O.P.J. la
$upre11l(l Ijl'e lnadm#ea recurso de ~úln. inlentlldp ~i1i,*i~n de ciertos érrore$, a IQq""" accedió dicha Sala de lo Civil
contfa AÍl4J ,#tffior, de la Audiencia Trvri¡oria/ dé La !JOr "'U'Io~e 22.de octuo/e-deJ988,¡lllr,~que acqrd<\ lo si&uicnte; «Que
CQrllJ/4. r~'i@.en Pl'ocedimiellío <ie'ejet;w¡jo~' jOrzt>Sa. por ipc~ir él. A11\Ode. esta, Sala. de. 3 dejlllio de:. ¡~a7 en errores
'Valne~_d'tI o~re:d"r a la tutela il4li:'iaJ ef(?C/ÍW¡: In- 'materi~1eil y. aritmélicO$, QQe la I~y..ro" a la reyo.cáeÍ'Ó¡1 del Auto

'I:tlfófi~.o~,p..'J;1.e.•"-~. re$f1hu:.ion.es j~cia.I~. firmes .;r~~O~l~u.~;, ~r:6~=~jj\~;'..J';r~:'~::!.~~ 2J
_ _ . . AUlo.a.· : (...)Co"t~~etjor resolUció.. cabe recllfSO de casación

la Sal¡¡ Segunda.~ ¡ri&~I'~J18!j.lucional¡ ~ por <\<1ll (... j».. '.U~teside\lile M.lai saJa t#itié Veljl"J1lIIlIiciul1\r por.entendCf que
FraRcisco ,R~,o_Ll~lt,~sidente; don~ I!!az.llilQil, ~. Ilt mlév,,~."_'\Icl6n_a~l\ !'i>ir\~iiar¡,¡lídad.. de las Sentencias.
MJgUel R9driluez-~ y Jlrj¡~rrer,40~ .Jose Lllis de Il:>ll'UezoS. y -<1) ~'¡JO~ él deínanlllñltede amflaro l):Cur~e casaCión, la
de los Mozos,. donA,lvaro..'_!t,OI,l~ez &re1)o y don .klf\€.:l:lllbaldón Sala 'Primera de lo Civihlet Tribunltl Supumo acordó por Auto de 24
López, Magistrados,ha'Pfon,*,ciadí¡, , de·l'eIJrer.I¡ de 1989 no ltaber l1J8l'f a Su admisión; y por otro Auto de II

de ..ilde 1989, no h!>berJugar al ~urso de súplica interpuesto contra
col' anterior.

3. La demanda s~ apoya sucintame:nte en los fundamentos jurídi­
cps que se exponcna continuatión:

La no· a(hriisión del recurso de. casación, por la Sala Primera del
Tribu¡\al. $\lpremo, porqUebr;mtamipl'lO de forma e infracción de Ley,
interplle,!¡j~t ... el. Auto diClal:lQ por la Sa.la $egunda de lo Civil de la
Audieo,jlf Territorial de. La. CoruM de f~ch.a 22 de octubre dc 1988,
mediantt el cual se revQCa el Auto, dicl;ulQ por la propia Sala de fecha
3 de J\IIio\Je J987, modlificándolo en .u integridad, afecta al principio
de inyw.l>lIi\l;04 de las resolucionesj¡¡(jicialcs, puesto que la propia Sala
dela A.údien~Territorial, al ~~pa.r.. o de.'o dispueslo en el arto 248.4 de
la 1..jíy000000lca del Po~ Judl~llI¡' advjrlló alrecurrente en amparo que
<9nt<$ dre)a resolución ..bía el pertinente recurso de casación el cual se
PfePa!V Y~lJlítió, en tiem¡l<l y forma. Su no admisión por el Tribunal
SlIprenlll. incide en la flilta de tuteJa judifical efectiva que consagra el
arl. 24.1 de la CÓnstituc;ión.

El AiUo ·.diclado por lá Sala Segunda de lo Civil de la Audiencia
Territorial de La Coruña, en fecha 22 de octubre de 1988, valora
Iluevamentelas pprtidas.\conctptos o bases, que fueron aceptadas por la
Sala en el Auto. de fe('ha j.dejulio de 1987, Auto que al no ser combatido
a ,traves del pertinente recurso ,deJl~:vis¡ón,por error judicial manifiesto,
O de respo,nsm,ilidad, es inatacable y nQPuede ser combatido al amparo
de un- teeuJ'SQ aclaratorio so pretext<tdecorregir errores materiales o
atitJiléttcO's,' cuando tal Auto "se encontraba en fase de ejecución,
atentando con eUo al principio de. se1Wri~ad jurídica Que proclama el
art.9.3 de la Constitución que eslá Í11lJmamente ligado con el principio
ele lUl!'Ió\J¡¡(jí~iaJ efectiva del art. H.I 'In relación con el arto 117.3 que
ilt\piden.a.los.J\leces y Tribunalesq~e.puedan revisar las Sentencias y
demás re$9tUFiollcs judtciales al 'mar;¡eu;' ,de los supuestos taxativamente
ptcvislospór la. Ley, comóUmite y garanlla ,de los derechos del
Justiciabre, presupuesto iphcuSl!l>lede un Eslado de derecho.

Es. deapUcae;ón, a este. resPecto. las SSTC 32[1982, 67/1984,
IOS[l984,176[1985, 15[1986 y 119[1988.

Suplicó que al recurso se admita a trámite y se dicte Sentencia por
la que.-se otorgue al amlJl,lto solicitado. pidiendo en otrosí la suspensÍón
de la ekcución del Auto impugnado, dado los perjuicios que causa al
recurrente; , -

4. El 17 de julio se admitió a tr:ámite el recurso de amparo y,
,N.-cibidasmsactuaciones judiciales. en providencia de 18 de diciembre,
Se tuvo~ comparecidos y partes enet recurso de amparo a don Celeste

.Gómer Sqto, doña Oiga Pumar OMneZ y don CC!so Pumar Oómez,
~'porel 'Procurador don-Saturnino Estevez Rodríguez y se
conc-edi6 a éSIos.;. al demandante de amparo yal Ministerio Fiscal plazo
conlún ~: vemte días para fonnular las alegaciones pertinentes.
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5, El recurrente solicitó el otrogamíento del amparo, reiterando las
ak'gaciones contenidas en su escrito de demanda en el sentido de insistir,
de un lado. en que el Auto de la Audiencia Territorial de 3 de julio de
1987, era inmodificable, segun lo dispuesto en el art. 363 de la Ley de
Enjuit'iamicnto Civil, puesto que la inalterabilidad de las resoluciones
judiciales, de conformidad con los arts. 9.3, 24.1 Y 1173 de la­
Constitución, obliga también a los Jueces y Tribunales, que no pueden
variarlas, una vez adquirido firmeza. aunque no estén ajustadas a
Derecho, mas que a través del recurso que contemplan los arts. 292 y
293 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, siendo contrario al derecho
a la tutela judicial corregirlas al socaire de un simulado recurso de
corrección de errores materiales o aritméticos. que además se interpone
extemporáneamente y, de otro lado. que se incurre en vulneración del
mismo derecho fundamental cuando se ¡nadmite un recurso de casación,
que se ha indicado en la propia resolución, y procedía, por no ir dirigido
contra un laudo arbitral, como erróneamente entendió el Tribunal
Supremo, sino contra un Auto dictado por un Juzgado de Primera
Instancia.

6. Los demandados solicitan la denegación del amparo, alegando,
de manera 'muy escueta', que no ha existido la vulneración constitucional
denunciada por el recurrente, en cuanto que la casación interpuesta por
el misnio es legalmente inadmisible al tener por objeto una resolución
dictada en un proceso arbitral, que no reúne los requisitos exigidos por
el 3rt. 1.687.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil para que proceda el
recurso de casación y, además, pot haber sido dictada por la Audiencia,
cn scgunda' instancia, en un incidente de ejecución, contra la cual no
procede recurso 'alguno, según dispone el art. 944 de la misma Ley
procesal.

7. El Ministerio Fiscal solicita que se dicte Sentencia desestimatoria
del amparo por extemporaneidad de la demanda y por no vulnerar la
rcsolución impugnada el derecho fundamental consagrado en el art. 24.1
d~~ la Constitución, formulando en su fundamento las siguientes alega~
Clones:

El recurrente denuncia que el Auto de la Sala Primera del Tribunal
Supremo vulnera el art. 24.1 de la Constitución al inadmítir el recurso
de casación deducido por el actor contra el Auto de la Audiencia d·c La
Coruña de 22 de octubre de 1989, porque el citado recurso se interpuso
como consecuencia de la indicación que el Auto rccürrido realizó sobre
su procedencia.

El recurrente también denuncia la violación del derecho a la tutela
judicial t~fectiva porque el Auto de la Audiencia de 22 de octubre de
1989 al resolver una petición de aclaración de varios de sus extrcmos,
altera lIna resolución judicial vulnerando el principio de inmodificabili­
dao de dichas resoluciones. contenido íntegramente del derecho funda­
mental consagrado en el art 24.1 de la Constitución.

En relación con la primera de dichas denuncias. el derecho a la tutela
judicial efectiva se satisface no sólo por una respuesta razonada, fundada

, y mOl1vada sobre el fondo de la pretensión deducida en el proceso sino
tambien con una respuesta de inadmisión por una causa legal debida­
mente acreditada por el Tribunal.

En esle supuesto concreto el Tribunal Supremo da una respuesta de
inadmisión del recurso de casación fundada en una causa legal consis­
tente en que la resolución judicial que se recurre no está comprendida
entre las resoluciones (art. 1.687, núms. 1 y 2, de la L.E.e) que tienen
acceso al recurso. Por ello no se aprecia la violación denunciada.

Si el actor, equivocado por la Audiencia, interpuso recurso de
rasación, la indicación del Tribunal de apelación no puede convertir en
susceptible de casación las resoluciones judiciales que legalmente no lo
son. El actor estaba dirigido técnicamente por un Letrado que pudo
discernir el error de la Sala y solicitar la correspondiente aclaración
rl'specto a la procedencia de dicho recurso.

Por ello, es necesario plantear -la existencia de la causa de inadmisión
del art 44.2 de la LOTe que en este trámite procesal constituye una
causa de desestimación. El recurso de casación no estaba autorizado por
!a Ley Y. cI actor contaba con dirección técnica, por lo que su
mterpOslclón claramente improcedente por aplicación de la normativa
I~&al supone una ampliación indebida del plazo legal para la presenta­
Clon de la demanda de amparo y por ello es extemporánea.

Por otro lado. un examen del texto del Auto de la Audiencia de La
Coruna, que consta en las actuaciones judiciales unidas al proceso
COl.lstitucional, permite obs('f\'ar que en el acuerdo aparece, intercalada
a tinta, la palabra «N(h antes de la frase «... cabe recurso de casación»,
lo que podría significar que pt1steriormente a la redacción a máquina de
la resolución fue advertido d error y se corrigió por la Sala en el sentido
de la improcedencia del citado recurso aunque no consta que fuera
salvada formalmentt'. Esta corrección no consta en la copia que aporta
el actor.

Respecto a la segunda supuesta vulneración, el Ministerio Fiscal
alega que, según doctrina constante, del Tribunal Constitucional. la
inmodificabilidad de las Sentencias integra el contenido del derecho a la
tl!tela judicial efL'ctlva. de modo que si fuera del cauce del correspon­
diente recurso. el órgano judicial modifica una Sentencia vulneraria el
derecho a la tutda judicial efectiva, puesto que la protección judicial
careccria de t~tectlvidad ,i se pudiese reabrir un proceso ya resuelto por

una Sentencia firme. Este derecho fundamental actúa como límite y
fundamento que impide que los Jueces y Tribunales puedan revisar las
Sentencias y demás resoluciones firmes al margen de los supuestos
taxativamente previstos en la Ley (STC 119/1988).

Esta inmodificabilidad no es un fin en SI mismo sino un instrumento
para garantizar la efectividad de la tutela judic~aL y n? la integra el
nCilclicio para una parte Que pudieran prodUCIr los Simples errores
materiales o las evidentes omisiones que puedan dedUCirse con toda
certeza del propio texto de la Sentencia (STC 119l1988).

La L.O.PJ;, en su art. 267 establece en su segundo párrafo una
novedad respecto al conocido y mal denominado recurso de aclaración
del arto 363 de la L.E.c. Esta novedad se centra en la posibilidad que
tienen los Jueces y Tribunales de rectificar, en cualquier momento, los
errores materiales manifiestos y los artiméticos.

.EI problema se centra en dctcrmi,.nar el concepto, ámbito y límites del
error material manifiesto v aritmétICO porque no lo define la norma y
tampoco han sido objeto de examen y definición por la jurisprudencia
del Tribunal Supremo.

Este precepto, por su sistemática y separación, no cabe du?a,
autoriza y amplia las posibilidades de modificar a través de la correCClOn
dí: errores los terminos de una resolución judicial y esta corrección
puede obligar al Tribunal. dada la naturaleza del error, a una serie de
operaciones que antes en el llamado recurso dto' aclaración del art. 363
de la L.E.e., no era posible por su naturaleza limitada y concreta. Este

. precepto. más amplio que el art. 363 de la L.EC,. aumenta la facultad
judicial y el derecho de las partes a la corrección de errores o de
confusiones de pareddo índole, aunque tampoco cabe que por este cauce
se puedan subsanar todos los vicios o defectos que puedan darse en la
Sentencia. La interpretadon de este preceplo requiere una ordenaci6n
por parte del órgano judicial de los limites del concepto de erro!'. La
jurisprudencia ha establecido normas casulsticas respecto al ~~mtenIdo y
alcance del precepto regulado del llamado recurso de aclaraclOn pero ~o

ha interpretado el contenido de los conceptos de error matenal
maniiiesto y aritmético y el ámbito lícito de la aclaración y corrección.

El problema de determinar los conceptos, ámbito, contenido y
limites de error material manifiesto y aritmético se sitúa e inqudina en
el campo de la función interpretativa de los Tribunales. Estos conceptos
tienen que ser objeto de interpretación y definición por los' Jueces y
Tribunales porque al ser una norma procesal son éstos los únicos
autorizados para esa labor interpretativa y definitoria.

La determinación del concepto de error y su subsanación en el
supuesto de hecho t~oncreto en cuanto especifica los conceptos legales de
error cuya corrección la Ley permite, no contradice el principio de
inmoddicabilidad de las resoluciones Judiciales porque sus términos los
corrige el órgano judicial en la forma y por motivos estahlecidos en la
Le,.

En el caso debatido, la resolución impugnada analiza y determina ~n
una interpretación fundada, razonada y motívada el concí.~pto y límite
del error materíaL, error de cuenta y error aritmético y subsume estos
conceptos en los hechos y los corrige de acuerdo con el arto 267.2 de
la L.O.P.J.

La naturaleza interpretativa de estos conceptos y la necesidad de su
interpretación y definidón por el órgano judic~al se contirma por .Ia
discrepancia que surge sobre ella entre los MagIstrados. lo que m.dIca
que desarrollan una actividad perterneciente al campo de la legalidad
ordinaria.

Existe una divergencia entre el órgano judicial y el recurrente
respecto al concepto de error y el Tribunal Constituci~nal n<? puede
dirimir esta discrepancia porque no es una tercera IllstanCI3. Esta
interpretación realizada en el ámbito de la facultad constitucional de los
Jueces y Tribunales no tiene dimensión constitucional porque .la .~y
permite la corrección de estos errores y corresponde al organo JudiCIal
la determinación de si efectivamente constituye error y su naturaleza en
su labor interpretativa normal. . ..

Si se juzga la interpretación realizada por el órgano JudICIal con los
criterios nacidos del art. 363 de la L.E.C, quizá se concluya que el
Tribunal se ha exced-ído en el límite de la facultad concedida po'r esa
norma pero si atendemos al contenido del arto 267 de la L.O.P.J. no cabe
esa consideración. Por lo tanto, se puede estar, conforme 0 no con
el concepto y ámbito de error matemático realizado por la resolución
que se impugna pero hay que aceptar que se trata de la interpretación
de un concepto legal que puede y debe ser interpretado y concretado
únicamente por el órgano judicial, puesto que, en d~finitiva clleg~slador
considera que la correccIón de los errores manifiestos matenales y
aritméticos no modifica la invariabilidad de la resolución judicial y
concedt~ al juzg.1dor un instrumento procesal que permite una mayor
agilidad y evita las dilaciones mediante su aplicación ponderada. La
determinación del concepto y contenido de error, materia sometida a la
interpretación· de los órganos judiciales y por ello sin dimensión
constitucional.

En el supuesto con\:l"c1O debatido se puede afirmar por un lado que
el Tribunal de apelación ha dado vista de la pretensión correctora a la
otra parte y esta ha podido manifestar lo pertinente a su derecho
respecto a la propia corrección y al dictamen pericial por io que no ha
existido merma alguna en sus garantías procesales de defcnsd v por otro
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lado la corret~ción de los-errores se ha sometido POf la SaJa af dictamen
de Peritos.

8. Por providencia ..de 16 de septiembre de 1991 se señaló para
dcl"lberatión y fallo el día" 10 de diciembre del año actual, a las once
horas.

JI. Fundamentos jurídicos

j. El demandante ne amparo denuncia las dos siguientes vulnera­
ciones del derecho a la tU\ela judidal, reconocido en el art. 24.1 de. la
Constituc.ión:J). LaqueiJ11.¡Puta a los Autos de la Sala Primera del
Tribunal Supremo <k.24 de l\:brero y 11 de abril de 1989, por inadmitir
el recurso de casación interPU-esto contra el Auto de la Sala de lo Civil
de la Audiencia Tel'1"itorial de La Coruña de 22 de octubre de 1988,
y 2) la que formula· frente.· a. esta última resolución, afirmando 'que
también quebranta el prin~jJ?io de seguridad jurídica proclamado en el
arto 9.3 en'relación con el 117.3 de la Constitución, por haber resuelto
una petición ,extemporánea de aclaración del Auto firme de 3 de juJio
de 1987, el cual revoc.,a~r de que solamente podría modifkarse 'a
través de un. recurso derevi~ión por error judicial o de responsabilidad,
vulnerando así el rmncipio de inalterabilidad de las resoluciones
judiciales firmes.: .

2. Antes de enttar'a resolver, por el orden en que se ha expuesto,
esas dos supuestas vulneraciones, procede rechazar la causa de inadmisi­
bilidad alegada por el Ministerio Fiscal con base en que el recurso de
amparo ha incurrido encx;lemporaneidad -aTt. 50.1 a) en relación con
el 44.2 de l::l LOTe-. por haberse interpuesto el recurso de casación que
el Tribunal Supremo ha rechazado ad limine, puesto·que eHo supuso
,prolongar indebidamente el plazo legal de interPosición del. recurso de
amparo mediante la promoción de un recurso improcedente, incup

rriendo asi en dicha causa de ¡nadmisibilidad.
Esta alegación se,.encuentra en tan estrecha e inescindible conexión

con la prímera de las vulneraciones del derecho a la tutela judicial que
se alegan por el demandante, que no es posible defirenciarla del
problema de fondo que ptBntea dicho motivo de amparo, puesto que
éste obliga precisarnente.a resolver si' ese recurso de casación era
procedente, en cuyo caso se habrá cometjdo la vulneración denunciada
y procederá otorgaréLampafo, o sí p<?r el c~ntrario ,cra iJ!1proced~~~e,
supuesto' en el cual litbrá'que exammar SI su erronea tnlerposlclon
además. de ser «manifiesta., fue o' no imputable al recurrente.

3. Entrando ya en el primer motivo de amparo, debemos recordar
que el arto 24.1 de la Constitución garantiza a las Partes litigantes que
los Jueces y Tribunales resolverán sus pretension-es'mediante decisiones
fundadas en criterios' jurídicos razonables, pero para ello es necesario
que la pretensión haya sido formulada de acuerdo con lo establecido en
el ordenamiento procesal, puesto que la tutela judicial efectiva es un
derecho de prestación Y. como tal,' sU.esencialfinalidad de obtener una
respuesta judkial de cQntenidosl,Islantivo o material sólo es exigible a
través de los cauces Pf()Ccsalesque, a tal efecto, dispongan las Leyes. Por
l?llo, s<?n conformes con ese derecho fundamental las resoluciones que
madmlten los procesos· y recursos, den*ndo su· tramitación, siempre
que vengan fundad~ I:n upa.causa le~l, aplicada de manera jurídica-.
!ncnte ralonada que no evidencie ser meompatibleeoft el principio de
Jn1erpretación m~s favorable a la efectividad del derecho <k acceder a los
procedimientos judiciales y a sus distintas fases procesales.

E~ el presente sup~sto,el.Tribunal Supremo inadmite un recurso de
casacIón que se inteq>one contra un Auto de la Audiencia dictado en
fase de ejecución <k ·\ln laudo arbitral, flllld~ndose la inadmisión en el
an. ,1.687.1 ~2 .~e la ,Ley <k Enjui~iamiento Civil, en' el que no se
!nc~uyen. co,!,o recurribles,c:n casación, tal clase de Autos, segün criterio
JunsprudencJal que·La pr-oPla·Sala .afirma tener establecido.

Nos e'lcontramos,;pOf lo tanto, ante una inadmisión basada en una
causa legalmente preVista, que el órgano judicial aplica «;le manera que
en ~odo alguno P;'ltde calificarse de irrazonable o . arbitraria y ello
'~onvu~rle l~ denuncJa~dd'd~nda~de a~pary> en sirnplediscrepancia
InterpretalivaJ .. carente- de',reltvancJa constJtuclOnal·en cuanto 'que no·
puedo p""valecer sollfeel criterio del Tribunal juzgador, en el que resi<k
la excluswa po1t$lad'dlllillterpretar y aplicar las Leyes, lJeIÚn dispone el
art J 17,3 de la Con$li1ución.

4.. _Si,TI du~ ,algunatJo ~ltPuesto conduce necesariamen.te,. a que bi
C'asaclO~ madmltlda pon:ltnbunaI Sup~rnomerezca lacahfioaciónde
re('ur~o fl!1prOCedente.~..c!:J1:lJest,óqtiet3.I calificación es pr«isamente ,la. que'
cons.tltuclonalmente qi\jma 'su in.admisión y aquí es donde tncuentra
expltcadón'·ra:zoitabJe .,que: .et Ministerio Fiscal, de acuerdo con la
9oc.tr~na ~eeste Tribunal' ~onstitticional, según laeual )os. recursos
JudlcJales Jmp~dente$.nol,nterrumpen el plazo .de·interposición del
recurso de amparo, 'haya alegado la extemporaneiCb:dde-iste,

~ pesar de que una co?~ideraciónestrictament~formal del pro'*ma
pudiera abonar una deCISión favorable a la petJClón flSCaldebernos
Jl~gar .a la ,conclus!ón qm1rari~ en cuanto que, a parte de ser muy
d'~cutlbJc que la lmprOCe(lencladc la casación fuese manifiesta y
eVIdente,. nO.1=!uede, d~sc(,lnQCerse qu~ la ineficacia interpretativa de los
n'cursos JudICIales lmprOt:c¡;fentes eXIge, de manera inexcusable, que su

Interposición haya sido decidida libremente por la parte en tér:minos
tales que (~nicaIPente sea imputable a su propia responsabilidad o a la
de su representante Q defensor. pues¡oque un perjuicio de tan grave
consecuencia como es la pérdida del recurso de amparo no puede
derivarse de una errónea o indebida actuación procesal en la que ha
'coadyuvado de forma determinante el propio órgano judicíal al indícar
a la. parte que su resolución era susceptible del recurso que postenor­
mente ,~I Tribunal posterior dedítra improcedente. tal y como ha
ocurrido en el caS9 coptemplado, en el Que el Auto de la Audiencia hace
constar, en ·su parte dispásitiva, que contra el procede el recurso de
casación ante la SalaPrirnera del Tribunal Supremo. indicación que
siguió la parte., a la cual no le era, exigible que incumpliese las
instrucciones del órgano judicial, autor de la resolución, asumiendo el
riesgo, de incurrir en una fal~; de agotamiento de la v'ía judícial previa,
que. en su caso, podrá:impcdir el acceso a esta jurisdicción constitucio­
nal, por apliea~ión del 50.1 a) en relación con el 44,1, a), de la LOTe

5. La segunda de las vulneraciones constitucionales denunciadas
versa sobre el principio de la inalterabilidad de las resoluciones
judiciales Jirmes, que es una exigencia del concepto mismo del poder
jurisdiccional, concebido como el que los Jueces y Tribunales ejercen en
el marco establecido por las Leyes -art. 117.3 de la c.E.-. entre las quc
obviamente se incluyen las del orden procesal y además en lo que aquí
interesa, constituye garantía mediante la cual el derecho a la tutela
judicial, en conexión con el principio de seguridad jurídica, consagrada
en elart 9.3 de la Constitución; asc$i.Ira a los que son o han sido parte~

en un proceso, que las resoluciones Judiciales dictadas en el mismo que
hayan alcanzado tirmel3 no serán alteradas o modificadas al margen de
los cauces legales previslos (SSTC 159/1987,11911988 Y 12/1989, entre
otras).

En el presente caso, la Sala de lo Civil de la Audiencia TerritoriaL
en aplicación del art. 267.2 de la LO.P.J. y por considerar que en su
Auto de 3de julio de 1988 había cometido errores materiaics y
aritméticos dictó Autode 22de octubre siguiente, acordando deiar aquél
sin efecto y confirmar el que había sido revocado por éste. .

Por consiguiente, el problema a resolver consiste en determinar si
dicho arto 267.2 es cauce procesal adecuado para que, sin quebranta­
miento del.priocipio·de inalterabilidad de las resoluciones judiciales, se
deje sin efecto, uJi Auto firme y se sustituya por el anterior revocado por
éstc o, en otras palabras, si lo que ha sido objeto de modificación merece
la calificación de «error material manifiesto) o «error aritmético».

Si bien la comprobación de «errores aritméticos») no presenta
dificultad alguna, pues consisten en simples equivocaciones cometidas
al consignar un determinado número o el resultado de operaciones
aritméticas sometidas a reglas claramente establecidas, no ocurre lo
mismo con «errores materiales», por tratarse de un concepto indetermi­
nado de contornos muy poco precisos.

Por regla general, se tiende a identificar la expresión «error material»
como sinónimo de «error de hecho» con el objeto de tomar como
termino· d:iferencial el «error de Derecho», y aunque lo primero sea
discutible y un sector de la doctrina, ciertamente minoritario, niegue la'
operatividad de esa técnica por considerar que no es posible establecer
una dara separación entre «error de hecho» y «error de. Derecho», lo
cicrtoes que la jurisprudencia del Tribunal· Supremo, siguiendo ese
camino y sobre la base de su experic~i-acasuística, ha establecido unos
criterios interpretativos que nos permiten limitar el concepto de «error
materia!» a. aquellos supuestos en los que el error es apreciable de
manera directa y manifiesta, sin neresidad de acudir a interpretaciones
o razonamientos más o menos complejos, de tal manera que su
tOITCcciQn J;lO cambie .cl sentido de la resolución. manteniéndose éste en
toda $U -integridad después de haber sido subsanado el error. Por lo
-tanto, es «error material» aquél cuya su corrección no implica un juicio
valorativo, ni exige operaciones de calificación jurídica o nuevas y
distiní4s ~preciacionesde prueba,ni supone resolver cuestiones discuti·
blc~ u opinables por evidenciarse el error dirL'Ctamente al deducirse, con
toda certeza. del propio texto de la Sentencia, sin necesidad de hipótesis,
dedu~ciones o interpretaciones,

La ,aplicación de esos criterios ,al, supuesto contemplado conduce al
otorgamiento del amparo solicitado.,- puesto que la decisión recurrida no
se lirtüta'a corregir errores materiales, n'lanifiestos o aritméticos, sino que
modifica sustancialmente una re$oJución anterior a través de una via
procesal inadecuada, vulnerando, PQT,eUO, el principio de intangibilidad
de las' tesolucioncs judidales firmes que. garantiza el derecho a la tutela
judicial reconocido en el arto 24.1 de la Constitución, según se dcsprende
de.las consideraciones que pasamos·a exponer.

El 'Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Orense, en incidente de
ejecución de un laudo arbitral, acordó, por providencia de 25 de marzo
de 1986, aprobar la liquidación efectuada por el Perito dirimente don
Manuel Pazos Baude, con un saldo final de 7.815.645 pesetas. Contra
dicha resolución el demandante de amparo interpuso recurso de
apelación,en el que no compareció la parte contraria; la Sala, después
de acordar y practicar para mejor proveer prueba peridal, dictó Auto de
3 de julio de 1987 en el que, partiendo del saldo bomogeneizado
presentado por el Perito dirimente, así como del contenido del laudo
arbitr~ly de una detem'linada -transaccián judicial, decidió revocar el
Auto apelado con fundamento en que los Peritos Que informaron en la
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primera ir.stancia y, en especial, el ,dirimente ín{:umplieron las dírectrí­
c('~ v¡g~~ntes dt~ contabilidad y lo dispuesto en el punto 4.° del laudo
arbitral, cometiendo los siguientes errores y omisionts: a) No asignar al
edifíciO numo 3 el mismo valor- que al núm. 4; b) no haber expresado
tkbidamcntc las partidas de sueldos y beneficio industrial; e) haber
Imputado indcbídamerHe al apelante una determinada partida. sin tener
en cuenta jo. transacción judicial supeditada a la interpretación realizada
por el Perito dirimente; d) no haber tenido en cuenta ~os gastos de
acomdida ei0ctrica y mantenimiento- de la traída de aguas, y ~) no
aplicar preporcíonalmente a los comuneros los saldos y efectos pendít~n­

tes de cobro~ los de morosos, los pendientes de financieras y los que
tuviCfe la comunidad contra terceros en cualquier otro concepto, así
como los saldos de los bancos. si los hubiere,

En virtud de todo ello, la Audiencia revocó el Auto apelado, rechazó
la ¡iquídaCJón efectuada por el Perito dirimente y, en su lugar, aprobó
la practicada por el Perito nombrado· para mej_or proveer con un saldo
final de 9A59.709 pesetas, indicando que contra el Auto no cabía recurso
alguno.

Los apelados, despues de intentar sin éxito recurso de aclaración
('ontr~1 dicho Auto, presentaron, cuando ya habia transcurrido más de
dos meses de su notificación en estrados, escrito alegando que la
liquidación aprobada por el Auto revocado era la corrccta y que en el
revocatorio se habian cometido errores manifiestos, aritméticos, mate­
rin!cs o de cuenta, cuya subsanación solicitaba; admitido a trámítc dicho
escrito, la Sala recabó el informe de tres Peritos nombrados por
msaculac:ón y dictó Auto de 22 de octubre de 1988, aquí recurrido, que
deja sin ekcto el anterior Auto por haber incurrido en errores materiales
y afltml~tícos y restituye validez y eficacia al inicial Auto del Juzgado,
que habia sido revocado por este último, acordando ahora su confirma·
ción.

En su nueva resolución la Sala considera que la anterior de 3 de julio
habia incurrido en los tres errores de incluir indebidamente determina­
das partidas, no incluir otras que debieron serlo y hacer imputaciones de
partidas y cálculos equivocados, los cuales califica, los primeros, de
«errores materiales», los segundos, de «errores de cuenta» y los terceros
de «errores aritméticos», englobando a todos ellos en el concepto de
«~rrores contables», susceptibles de ser corregidos en aplicción de lo
dispuesto en el art. 267.2 de la LO.P.J. _

Es (vidente y manifiesto que esa conclusión a que llega la Sala en
dicho últ¡mo Auto, cualquiera que sea la denominación que merezcan
desde la perspectiva de la técnica contable los subsodichos errores,
incurre en un notorio exceso que no es compatible con el verdadero
alcance y sentido del citado arto 267.2, puesto que resulta en todo punto
irrcba1!blc que los errores detectados por la Audiencia no son «errores
n-\atcriaks manifiestos o aritméticos» que sean apreciables de manera
directa y sin necesidad de nuevas consideraciones. calificaciones jurídi.
cas o apreciaciones probatorias, ~a que para su determinación la Sala
realiza ralOnamientos de orden Jurídico, como son los refendos a la
interpretación dcllaudo y de la transacción judicial y, esencialmente, se
lleva a cabo una nueva valoración de las pruebas, sustituyendo la
anteriormente realizada, por cierto muy exhaustiva y detallada, por otra
de resultado distinto.

Este proceder no tíene en cuenta que el art. 267.2 de la L.O.P.J. tan
sólo autoriza a que la subsnación de errores sea de tal naturaleza

que su climinacion de la re:~olución jl;dicial en que se han comcti.:.io no
IlIcida en su senlldo, VitCD(ia y eficacia, no pudiendo. en su crJns.ecucn­
cia, lltiiilars~ como cauce pron:sal para revocarla y sustiwtda pt)~ otra
en la que se subvienen sustanCialmente las conclusiones probatorias
anteriormente mantcnid,!s, de manera muy semejante a C-::F1U podrá
a('ordarsc en un recurso dc apelación por errónea y,,;ur:::,':ión de Ja
prueba, con d cual, ob-.iJmente no es confundihle 1.\ faClliíad u ..cepclO­
na! que concede a 10') hiCce5 y Tribunales el referido alt. 267,2.

Por lo tan1O, el uso que la Sala ha hecho de esa facultad v"Ir~cril el
dt'rec!lo fundamental él. que ¡as resoluciont's judiciales no :;-'~ <do ::,-c!l o
modifiquen ;11 rnarg':n (lL los rccur<;os que las LeJ"es cstabk',-:cj; aí dtx~to.

entre los cuales nn '3:':: (n;~¡l.:ülr'L sin lugar a duda algun<:, nl ,o: t\Cllrso
de <K'lar~lCi(¡n del ~lrL 3(,3 de la Ley de Enjuiciamiento er,;', ni la
facultad de oficio que ó::mtempla el arto 267.2 de la LO.P.J., [.':"c.$ éstos
son vias procesales in<1,je;::uadas para corregir errores de ¿c;f~.I.'ho o
sustantivos, por muy ¡;np':Jrtantes qUi: estos sean, tuya ¡ep,;rJóón. sólo
es posible, di les usos- previstos por la Ley, a traves de otros
instrumentos pnKc~;ak,s de muy distinta naturaleza y C:itructw'z,.

En dcfinitl\,a, e:l Au!n recurrido ·en amparo no ha corrcgllh C,Tores
materiales manifiestos (> aritméticos, sino que ha modificado, cSLncial­
mente, una antcrí,)!' clc...:;isión judicial firme, en procedimiento total­
mente inadecuJdo para dIo ocasionando así vulneración del derecho a
la tutela judicial del art. 24.! de la Constitución con grave qudx3nto,
además, del principiü de seguridad jurídica consagrada por dar! 9.3 de
la misma Com_titución.

FALLO

En virtud de lo e:\pue~lo, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE u: lJ)NFlFRE LA C--ONSTlTUCIÓN DE L\ NACIÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo :'",olirítado por don José Fernando Pum2f Gómez
y, en su consccuencin;

a) Declarar la nulidad del Auto de la Sala de lo C¡'vil de la
Audiencia Territorial de La Coruña de 2:! de octubre de 1988., dictado
en eJ recurso de apda(':ón núm. 564/1986, sobre ejecu(ÍóL1 d(; laudo
arbitral.

b) Reconocer al n:_'currentc de amparo el defecho a la tutc-la judicial
dl'l1íva, y

e) Restablecerlo cn la lliwgridad del mismo, mediante la dedara·
ción de que el Auto de la misma Sala, de.3 deju!io de 191\7, mq:lificado
por <"'1 que aquí s<..~ anUla, debe ser tenido por firme.

Publíquese esta Seni..~nc¡a en el «Boletín Oficial dd htadú'>;.

Dada en Madrid <l diez dto diciembre de mil novecientos noventa y
uno.-Francíscu Rubio Uorentc.-Eugcnio Diaz Eimil.-Iy1igucl Rodri­
gucz-Piñero y Bravü-Ferref.-José Luís de los Mozos y de los
MOlos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón López.-Famados y
rubricados.

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

la siguiente

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio Uorente, Presidente; don Eugenio Díaz Eimil, don
Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo--Ferrcr, don José Luis de los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro Rodriguez Bcreijo y don José Gabaldón
López, Magistrados, ha pronunciado

1> Antecedentes

1. Por escrito regist.rado en este Tribunal el 10 de mayo de 1989
don Isacio Calleja García, Procurador de los Tribunales, interpuso, en
nombre y representación de don Julio García Gutíerrez, recurso de
amparo contra Sentencia de la Sala Tercera del' Tribunal Central de
Trabajo de 7 de marta de 1989.

2. La demanda se fundamenta en los siguientes antecedentes:

a) El recurrente es agricultor por cuenta propia incluido en el
Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social. . . _

b) En enero de 1,986, rryiel)tras rea!iz~ba ~u trabaJO, ,S'lfno un
accidente que le prodUjO la perdIda del OJO IzqUIerdo. ._

e) Ante esta circunst3.ncia, interesó 9(:! _LN.S,~. la decJaraclOn de
Hlvalldel permanente parcwl para la profcslOn habitual. El l.N.S.S;, en
Resoluciones de 9 de julio y 10 de septiembre de 1986, rechazo tal
pretensión.

d) Contra estas Resoluciones se interpuso la correspondiente
demanda ante la jurisdicc.ión soóal, que fue estimada por Sentencia de
la Magistratura de Trabajo nÚTr., 6 de Zarag,oza de 3l de marzo de 1987.
E,n clt8 se declaraba al rrc.lrrcnte en situan.ón de ínvalidez permanente

Manzano, v ha comparecidó el Ministerio Fiscal. Fue Ponente el
Magistrado"don Alvaro Rodríguez Bereijo, quien expresa el parecer de
la Sala..

Sala Segunda, Sentencia 232//991, de ]0 de diciembre,
Recurso de amparo 868//989. Contra Sentencia del T.e. T.
dictada en recu.rso de suplicación contra Sentencia de la
Afagistratura de Trabajo ntlmero 6 de Zaragoza. Supuesta
vulneración del principio de igu.aldad en la aplicación de la
LeJ!.

En el recurso de amparo núm. 868/1989, interpuesto por don Julio
García Guticrrez, presentado por don Ignacio Calleja Garcia y asistido
por el Letrado don Arturo Acebal Martín, contra Sentencia de la Sala
Tcn:cra,dd Tri_buna! Central de Trabaja de 7 de marzo de 1989. Ha sido
parte ci [nstituto Nacional de la Segur:dad Süc:d, rc[:n'sentado por don
.105,5 Cr;uados Wcil y as.istido po-r d Letrado don Ju:.-w Í~16ilUel Sauri
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